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CONSTANCIA SECRETARAL:  Dentro los términos de traslado dispuestos en la lista fijada el 

16 de noviembre de 2023, la parte actora remitió los alegatos de conclusión, como se observa 

en el archivo 06 del cuaderno de segunda instancia. La parte demandada guardó silencio. 

 

DIEGO ANDRÉS MORALES GÓMEZ   
Secretario 
Sin necesidad de firma Art. 2, inc. 2 Ley 2213 de 2022 y art. 28 Acuerdo PCSJA20-11567  
 
 

Radicación No.:  66001-31-05-004-2021-00447-01 
Proceso:  Ordinario laboral 
Demandante:  Jorge Andrés Diaz Sánchez 
Demandados:  Diagnosticentro S.A. 
Juzgado de origen:  Cuarto Laboral del Circuito de Pereira.  

Magistrada ponente: Dra. Ana Lucía Caicedo Calderón 
 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA  

SALA PRIMERA DE DECISION LABORAL   

  

Magistrada Ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón  

  

Pereira, Risaralda, cuatro (04) de diciembre de dos mil veintitrés (2023) 

Acta No. 195 del 30 de noviembre de 2023 

   

Teniendo en cuenta que el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 2022, 

estableció que en la especialidad laboral se proferirán por escrito las providencias de 

segunda instancia en las que se surta el grado jurisdiccional de consulta o 

se resuelva el recurso de apelación de autos o sentencias, la Sala de Decisión Laboral 

No. 1 del Tribunal Superior de Pereira, integrada por las Magistradas ANA LUCÍA 

CAICEDO CALDERÓN como Ponente, OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA y el Magistrado 

GERMÁN DARÍO GOEZ VINASCO, procede a proferir el siguiente auto escrito dentro del 

proceso ordinario laboral instaurado por JORGE ANDRÉS DIAZ SÁNCHEZ en contra 

de CENTRO DE DIAGNOSTICO AUTOMOTOR DE RISARALDA S.A. 

DIAGNOSTICENTRO S.A. 

 

PUNTO A TRATAR 
 
 

Se desata el recurso de apelación interpuesto por el demandante contra el auto 

proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el 25 de abril de 2023, 

por medio del cual, se rechazó la reforma de la demanda, siendo del caso precisar que 

mediante proveído del 28 de agosto de 2023 se concedió el recurso y el proceso se 

remitió a reparto el 05 de septiembre del mismo año. 
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1. ANTECEDENTES 

 

1.1 SINTESIS DE LA DEMANDA 

 

JORGE ANDRES DÍAZ SÁNCHEZ pretende que se declare que entre él y el CENTRO 

DIAGNOSTICO AUTOMOTOR DE RISARALDA S.A.S. se desarrolló un contrato de trabajo 

y, en consecuencia, se condene al demandado a pagar en su favor las prestaciones 

sociales, auxilio de transporte, vacaciones, aportes a la seguridad social en salud, sanción 

por no consignación de las cesantías, indemnización moratoria por no pago de 

prestaciones sociales y salarios. 

 

Para el efecto refiere, grosso modo, que prestó sus servicios para le Empresa 

Industrial y Comercial del Estado del Orden Municipal demandada entre el 06 de enero 

de 2017 y el 09 de septiembre de 2019, mediante sendos contratos de prestación de 

servicios hasta el 06 de agosto de 2018 y a partir del 08 de agosto de 2018 mediante 

contrato de trabajo, desempañándose inicialmente como auxiliar administrativo-

Digitación y posteriormente como Inspector de Pista, nivel técnico.   

 

 

1.2. TRÁMITE PROCESAL 

 

Mediante auto del 03 de marzo de 2022, se admitió la demanda y se ordenó la 

notificación por medio electrónico al demandado, lo cual se surtió el 11 de marzo de 

2022, siendo contestada la demanda en término, por lo cual fue admitida mediante 

proveído del 29 de junio de 2022, misma providencia en la cual se inadmitió la reforma 

de la demanda presentada por el apoderado judicial del actor el 06 de abril de 2022, 

siendo el motivo de la inadmisión que la pretensión declarativa tercera no es acumulable 

con los restantes pedimentos, por cuando el Despacho carece de competencia para 

definirla, por tratarse de la declaración de la existencia de un contrato realidad que 

implica el reconocimiento de la calidad de trabajador oficial, lo cual, ha sido definido por 

la Corte Constitucional como de competencia de la Jurisdicción Contenciosa 

Administrativa. 
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El 26 de agosto de 2022, la apoderada judicial del demandante allegó subsanación 

de la reforma de la demanda, en la que argumentó que, por la naturaleza de la entidad 

y el régimen laboral de los trabajadores de la demandada, es competente la jurisdicción 

ordinaria laboral.  

 

 

2. AUTO RECURRIDO 

 

Mediante auto del 25 de abril de 2023 (archivo 24), el despacho resolvió rechazar 

la reforma de la demanda, para lo cual consideró que, a pesar de haberse allegado 

oportunamente escrito de subsanación por la parte actora, revisado el memorial no se 

corrigió la falencia anotada, puesto que allí se trae a colación pronunciamiento de la 

Corte Constitucional que no es aplicable a este caso, en el que existe controversia entre 

los combatientes respecto a la naturaleza del vínculo y, por lo tanto, la autoridad 

competente es el juez contencioso.  

 

 

3. RECURSO DE APELACIÓN 

 

La apoderada judicial del demandante recurre la decisión de primera instancia 

argumentando que la jueza pasó por alto la naturaleza de la entidad empleadora, la cual 

es una Empresa Industrial y Comercial del Estado del Orden Municipal y, por ende, el 

personal a ella vinculada tiene la categoría de trabajador oficial y esa es precisamente la 

calidad que se pretende en la demanda, por lo cual, la competencia radica en la 

jurisdicción ordinaria especialidad laboral.  

 

 

4. COMPETENCIA Y PROCEDENCIA DE LA APELACIÓN. 

 

Esta Sala es competente para resolver el recurso impetrado, de acuerdo a lo 

señalado en el literal b), numeral 1) del artículo 15 del C.P.T. y de la S.S., como quiera 

que el auto apelado es susceptible del recurso de apelación, según las voces del numeral 

1) del artículo 65 ídem.   

 

 



Radicación No.:  66001-31-05-002-2022-00003-01 
Demandante:  Jorge Andrés Diaz Sánchez  
Demandado:  Diagnosticentro S.A. 

 

4 

 

 

5. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

 

Analizados los alegatos presentados por el demandante, mismos que obran en el 

expediente digital y a los cuales nos remitimos por economía procesal en virtud del 

artículo 280 del C.G.P., la Sala encuentra que los argumentos fácticos y jurídicos 

expresados concuerdan con los puntos objeto de discusión en esta instancia y se 

relacionan con los problemas jurídicos que se expresan a continuación.  Las restantes 

partes guardaron silencio y el Ministerio Público no emitió concepto en el presente 

asunto. 

 

 

6. PROBLEMA JURÍDICO POR RESOLVER 

 

El problema jurídico se circunscribe a determinar si la jurisdicción ordinaria laboral 

es competente para conocer de la declaratoria de contrato realidad frente a una Empresa 

Industrial y Comercial del Estado y, con base en ello, revisar si había lugar a rechazar la 

reforma de la demanda.  

 

 

7. CONSIDERACIONES 

 

 

7.1. DE LOS TRABAJADORES OFICIALES. 

 

En el contexto de las relaciones laborales que se establecen entre una persona 

natural y las entidades de derecho público que integran el Estado, es menester tener en 

cuenta, que los servidores públicos que se encuentran al servicio de éste se clasifican, 

según las voces del artículo 123 de la Constitución Política, entre otros, en empleados 

públicos y trabajadores oficiales. 

 

Los primeros se vinculan al Estado, previa acto de nombramiento, tomando 

posesión de un cargo que tiene sus funciones detalladas en la ley y/o en los reglamentos 

(Art. 122 de la C.P), de allí entonces, que dicha relación laboral sea denominada legal o 

reglamentaria; en tanto que, los trabajadores oficiales prestan sus servicios a las 

entidades públicas en razón de la suscripción de un contrato de trabajo, en virtud del 

cual, se acuerdan las tareas o labores a ejecutar durante el desarrollo de este convenio 
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y de donde además, surgen, junto con la Ley y la Convención Colectiva de Trabajo –si 

la hubiere-, las obligaciones y derechos que gobernarán la relación de trabajo. 

 

Al respecto, el máximo órgano de cierre precisó que son dos los criterios que se 

deben seguir para clasificar a un servidor público como empleado público o trabajador 

oficial: i) el factor orgánico, relacionado con la naturaleza jurídica de la entidad a la cual 

se prestaron los servicios dependientes y ii) el factor funcional, respecto de la actividad 

específicamente desempeñada, para comprobar si ella guarda relación directa o indirecta 

con la construcción y sostenimiento de obras públicas. 

 

Asimismo, se debe tener en cuenta que la distinción entre uno y otro servidor 

público radica, más allá de la naturaleza jurídica de la entidad receptora de los servicios, 

en la esencia de las funciones que desarrolla éste, puesto que, a la luz del desarrollo 

legal existente sobre la función pública, por regla general, los servidores del Estado son 

empleados públicos y por excepción, trabajadores oficiales, calidad esta que se les asigna 

a quienes desempeñen labores de “construcción o mantenimiento de obras públicas”. 

Esta clasificación se plasmó desde la expedición del Decreto 2127 de 1945 (artículo 4), 

reglamentario de la Ley 6ª del mismo año, y se mantuvo en el artículo 2.2.30.2.4 del 

Decreto 1083 de 2015 así: 

 

“Artículo 4º: No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, las 

relaciones entre los empleados públicos y la administración Nacional, 

Departamental o Municipal no constituyen contratos de trabajo y se rigen por 

leyes especiales, a menos que se trate de la construcción o sostenimiento de obras 

públicas, o de empresas industriales o comerciales, agrícolas o ganaderas que se 

exploten con fines de lucro, o de instituciones idénticas a las de los particulares o 

susceptibles de ser fundadas y manejadas por estos en la misma forma”.  

 

Finalmente, se encuentra establecido en el artículo 5 del Decreto Legislativo 3135 

de 1968 que las personas que presten servicios en los Ministerios Departamentos 

Administrativos, Superintendencias y Establecimientos Públicos son empleados públicos, 

salvo los trabajadores de la construcción y sostenimiento de obras públicas que son 

trabajadores oficiales, así como también son trabajadores oficiales quienes prestan sus 

servicios en las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, por lo cual, por regla 

general, la clase de vínculo de quienes prestan sus servicios en las Empresas Industriales 
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y Comerciales del Estado, es la de trabajadores oficiales, salvo quienes desempeñen 

cargos de dirección y confianza, pues estos ostentan la calidad de empleados públicos. 

 

 

7.2. JURISDICCIÓN COMPETENTE RESPECTO A DECLARATORIA DE 

CONTRATO REALIDAD FRENTE A EMPRESAS INDUSTRIALES Y 

COMERCIALES DEL ESTADO.  

 

 

La Corte Constitucional ha proferido los autos A479-2021, A908-2021, A492-2021, 

A330-2021, A491-2021, A739-2021, en los cuales se estableció que le corresponde a la 

jurisdicción contenciosa administrativa conocer de las controversias en las que se 

discuten vínculos laborales ocultos bajo contratos de prestación de servicios celebrados 

con el Estado, toda vez que se discute la legalidad de la modalidad contractual (contratos 

de prestación de servicios) utilizada por las entidades públicas para vincular al personal 

destinado a cumplir con sus funciones y, por ende, es el juez administrativo quien está 

facultado para determinar si la entidad pública celebró indebidamente esos contratos de 

prestación de servicios establecidos en el artículo 32 de la ley 80 de 1993, por cuanto en 

estos casos corresponde analizar la actuación desplegada por las entidades públicas en 

la suscripción de ese tipo de contratos, diferentes al contrato laboral, siendo la única 

autoridad competente para verificar si las actividades contratadas corresponden a una 

función que no se puede ejecutar con personal de planta o porque requería de 

conocimientos especializados. 

 

No obstante, para la Sala Mayoritaria, al pretenderse la declaratoria de contrato 

realidad no se discute la legalidad de la contratación que hizo la entidad pública, sino 

que la realidad demuestra que no hubo tal contrato de prestación de servicios sino una 

relación basada en la subordinación, en virtud del principio constitucional de la primacía 

de la realidad sobre las formalidades (artículo 53 de la Constitución Política) propio de 

los procesos ordinarios laborales y no sobre el principio de legalidad de los actos 

administrativos que conoce la jurisdicción contenciosa administrativa.  

 

Por otra parte, la competencia en cabeza de la jurisdicción ordinaria deviene de 

la calidad de trabajador oficial que se imputa a la parte demandante, pues de 

conformidad con las reglas de competencia, la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo sólo conoce controversias en las que participen empleados públicos y no 
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trabajadores oficiales, pues de tiempo atrás el precedente de la Sala de Casación Laboral 

de la Corte Suprema de Justicia define que todos los conflictos de los trabajadores 

oficiales o de quienes se reputen trabajadores oficiales en virtud del principio de la 

primacía de la realidad. 

 

Ahora, si lo anterior no fuese suficiente, debe resaltarse que la Corte 

Constitucional mediante auto  A252-2022, rectificó la postura establecida en el auto 

A479-2021 y, en su lugar plantea que solo es competente la jurisdicción contenciosa 

administrativa cuando hay intermediación laboral y la regla general de vinculación de la 

entidad demandada es empleado público, de lo que se deriva que cuando la regla de 

vinculación es trabajador oficial como ocurre con las Empresas Industriales y Comerciales 

del Estado, la competencia radica en la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral. 

 

 

7.3. CASO CONCRETO 

 

Como quiera que el único motivo de inadmisión de la reforma de la demanda fue 

la falta de competencia de para conocer de la declaratoria de contrato realidad 

pretendida en la pretensión 3ª, la Sala verificará si atendiendo las reglas de competencia 

previamente señaladas, la jurisdicción ordinaria puede conocer del litigio planteado por 

el actor en los términos en que fue reformada la demanda. 

 

Para el efecto, debe tenerse presente que el actor persigue en el numeral 3º de 

las pretensiones que se declare “que el CENTRO DIAGNOSTICO AUTOMOTOR DE 

RISARALDA S.A.S. a través de su representante legal o quien haga sus veces  es 

responsable del reconocimiento y pago al trabajador del reajuste de su salario que 

debía devengar como trabajador oficial en los cargos equivalentes que realizaba desde 

el 6 de enero de 2017 y hasta el 7 de agosto de 2018 y desde 8 de agosto de 2018 hasta 

la fecha 2 de septiembre de 2019 y por tanto deberá pagarlas”, lo cual debe entenderse 

en armonía con la pretensión primera, en la que pretende la declaratoria, en virtud del 

principio de la primacía de la realidad sobre las formas, de la existencia de una relación 

laboral regida por un contrato de trabajo. 
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Por otra parte, revisada la contestación de la demanda, se tiene que la pasiva 

indicó que el actor fue vinculado como trabajador oficial entre el 08 de agosto de 2018 

y el 02 de septiembre de 2019 y que, con anterioridad a ello la relación estuvo regida 

por contratos de prestación de servicios de apoyo a la gestión respecto a la revisión 

técnico-mecánica y de emisiones contaminantes, entre otros, así como aceptó su 

naturaleza jurídica como Empresa Industrial y Comercial del Estado. 

 

En ese orden de ideas, de acuerdo a lo expuesto, como el actor no ejercía 

funciones de dirección y confianza y la regla de vinculación de la demandada como  

Empresa Industrial y Comercial del Estado indica que quienes allí laboran son 

trabajadores oficiales, últimos frente a quienes la competencia radica en la jurisdicción 

ordinaria en su especialidad laboral, erró la jueza de primera instancia al inadmitir la 

reforma de la demanda por este motivo y, más aún, rechazarla, máxime cuando para 

ello se amparó en providencias proferidas por la Corte Constitucional que aplicaban unas 

reglas que fueron rectificadas mediante Auto 252-2022. 

 

En consecuencia, al ser las pretensiones del actor propios de esta especialidad y 

sin que se hubiese anotado por la a-quo ninguna otra causal de inadmisión, se revocará 

el auto recurrido y, en su lugar, se devolver verá el asunto a primera instancia para que 

sea admitida la reforma de la demanda.  

 

Sin costas en esta instancia, ante la prosperidad del recurso. 

 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Pereira (Risaralda), Sala Laboral No. 1,  

 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO.- REVOCAR el proveído del 25 de abril de 2023, emitido dentro del 

proceso de la referencia por el Juzgado Cuarto Laboral de Circuito de Pereira, por medio 

del cual se rechazó la reforma de la demanda, para que, en su lugar, el juzgado de 

primera instancia proceda a su admisión. 



Radicación No.:  66001-31-05-002-2022-00003-01 
Demandante:  Jorge Andrés Diaz Sánchez  
Demandado:  Diagnosticentro S.A. 

 

9 

 

 

 

SEGUNDO.-  Sin costas en esta instancia. 

 

Notifíquese y cúmplase. 

  

La Magistrada ponente, 

 

Con firma electrónica al final del documento 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 

 

La Magistrada y el Magistrado, 

 

Con firma electrónica al final del documento 

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

Salva voto 

 

Con firma electrónica al final del documento 

GERMAN DARIO GOEZ VINASCO 

 

Firmado Por:

 

 

Ana Lucia Caicedo Calderon

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 001 Laboral

Tribunal Superior De Pereira - Risaralda

 

 

Olga Lucia Hoyos Sepulveda

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 004 Laboral

Tribunal Superior De Pereira - Risaralda

Firma Con Salvamento De Voto

 

 

German Dario Goez Vinasco

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 003 Laboral

Tribunal Superior De Pereira - Risaralda
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